
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO VÍCTOR MANUEL SÁNCHEZ OROZCO, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, Víctor Manuel Sánchez Orozco, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXIII Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 

2, 77 y 78 Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea iniciativa 

con proyecto de decreto, al tenor de los siguientes 

Antecedentes 

El 31 de diciembre de 1994 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la cuarta reforma, de los 

artículos 102, 79, fracción V, 89, fracciones IX y XVI, y 93, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos;1éstas, relacionadas con la selección del procurador general de la República. 

Quedó el artículo 102, en lo que interesa con esta reforma, como sigue: 

A. El Ministerio Público de la Federación estará presidido por un procurador general de la 

república, designado por el titular del Ejecutivo federal, con ratificación del Senado o, en sus 

recesos, por la Comisión Permanente. 

(...) El procurador podrá ser removido libremente por el Ejecutivo. 

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial d la Federación la reforma constitucional en 

materia penal, con el objetivo de establecer un sistema penal acusatorio, eminentemente oral, en el 

que se impone irrestricto respeto a los derechos de la víctima u ofendido y del imputado. Lo que 

llevó a reformar directamente los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 73 (fracciones XXI y XXIII), 

115 (fracción VII) y 123 (fracción XIII, apartado B), en ésta última se les quita el derecho laboral 

de la permanencia en el trabajo a los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de 

las instituciones policiales de la federación, la Ciudad de México, los estados y los municipios. 

El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la séptima reforma del 

artículo 102 constitucional: 

El Ministerio Público se organizará en una fiscalía general de la república, como órgano público 

autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propios.2 

Además de establecer los requisitos de elegibilidad, la duración en el cargo, remoción y sustitución 

del fiscal general, y la creación de las fiscalías especializadas.3 

Planteamiento del problema 

México está actualmente sumido en una grave situación de corrupción e inseguridad pública por lo 

que es apremiante actuar y atender en conciencia todas las causas que generan estos problemas y 

proponer soluciones. El Estado mexicano en sus tres ámbitos de gobierno tiene para con sus 

gobernados como principal obligación garantizar la seguridad pública,4 y como parte fundamental de 

esta obligación, el constituyente creó en el artículo 21 constitucional, la institución del Ministerio 

Público quien en su ámbito federal o estatal deberá coordinarse con los otros niveles de gobierno para 

cumplir con los objetivos de su investigación y persecución de los delitos. 



Para cumplir el objetivo de garantizar la seguridad pública se hicieron reformas constitucionales 

importantes: la primera, en 1994, en el sentido de que el nombramiento que hiciera el titular del Poder 

Ejecutivo del procurador general de la República tendría que ser “ratificado” por el Senado; la 

segunda, en 2008, significó un “paradigma” en el sistema de justicia penal; la tercera, de 2014, es con 

relación a la “creación de la Fiscalía General de la República” como órgano público autónomo, 

nombramiento, remoción y sustitución del fiscal general y sus fiscalías especializadas. 

El antecedente del caso Radilla Pacheco y la comunidad internacional incitó al Estado mexicano a 

una reforma legislativa para que se reconocieran los derechos humanos en lugar de garantías 

individuales, y que se proyectó en la reforma constitucional del 2011. Fue realizada en razón de la 

crisis que viene enfrentando nuestro país en materia de procuración e impartición de justicia, así como 

para evitar la discrecionalidad en el procedimiento penal, y garantizar el mayor respeto a los derechos 

humanos y garantías constitucionales en materia de justicia penal. 

A más de nueve años de la publicación de la reforma del 2008 en materia penal, sin dejar de observar 

su impacto y trascendencia entró gradualmente en los Estados de la República Mexicana, y que 

obligatoriamente debería de estar instaurados en todos los Estados a partir del 18 de junio de 2016, y 

que en el ejercicio de su obligatoriedad ya han transcurrido un año, ocho meses y días, evidentemente 

no se ha logrado lo esperado, no ha mejorado la procuración, ni la impartición de justicia, no hay 

resultados tangibles a favor de la seguridad pública y por el contrario crece incesantemente la 

criminalidad en México. En respuesta se propone y publica otra reforma el 10 de febrero de 2014, 

misma que se analizará durante el desarrollo de la presente. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía diseñó la Encuesta Nacional de Seguridad Pública 

Urbana con el propósito de proporcionar una medición periódica, amplia e integral del tema de 

seguridad pública, la cual cuenta con una periodicidad trimestral, entre sus datos está que durante 

junio de 2017, 74.9 por ciento de la población de 18 años y más consideró que vivir en su ciudad es 

inseguro.5 

De acuerdo con la información de Transparencia Internacional y Transparencia Mexicana, en cuanto 

a la percepción de corrupción en el sector público de 180 países en el mundo, México cayó un punto 

en el Índice de Percepción de la Corrupción 2017, la calificación de México empeoró por un punto, 

pasando de 30 a 29. Esto ubica a México en la posición número 135 de 180 países evaluados en 

materia de anticorrupción. Transparencia Internacional refiere que a nivel regional, México se 

encuentra entre las peores posiciones de América Latina y el Caribe, por debajo de Brasil, Argentina, 

y Colombia; y ocupando la misma posición que Honduras y Paraguay. De la región latinoamericana, 

sólo Guatemala, Nicaragua, Haití y Venezuela están peor que México. Transparencia Internacional 

afirma que México junto a Rusia, es el país peor evaluado del G20 y el peor evaluado de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.6 

Datos innegables actuales y posteriores (la mayoría de ellos) a las reformas referidas (2008 y 2014), 

que corroboran y reflejan la gravedad de la problemática de inseguridad pública que México está 

enfrentando con gobiernos cada vez más corruptos, por ello, es poner especial atención en equilibrar 

los pesos y contrapesos para que exista verdadera autonomía en la FGR. Debemos entonces reconocer 

que no hemos hecho los esfuerzos verdaderos e idóneos para resolver el problema de inseguridad que 

tienen agobiados a los mexicanos; ¡no ha sido suficiente! No han bastado esfuerzos como 

a) Crear una fiscalía autónoma reformando el artículo 102 (10 de febrero de 2014);7 



b) Crear un sistema anticorrupción con el artículo 113 constitucional8 (27 de mayo de 2015)9 y la 

expedición de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción (18 de julio de 2016);10 

c) La expedición de la Ley General de Responsabilidades Administrativas (18 de julio de 2016);11 y 

d) Ley de Seguridad Interior (21 de diciembre de 2017).12 

También aceptar la fundada crítica de que no todas las acciones del Poder Ejecutivo y del Legislativo 

en materia de seguridad pública han sido aplaudidas, menos aprobadas por la sociedad mexicana, y 

algunas –hay que decirlo– francamente han sido rechazadas y reprobadas por la sociedad en general 

y una buena parte de la sociedad civil organizada, como es el caso El colectivo #FiscalíaQueSirva, 

#VamosPorMás. 

Esto nos lleva necesariamente a un ejercicio de reflexión y centramos la atención en la reforma del 

10 de febrero de 2014 del artículo 102 constitucional, pues se advierte que no obstante que han 

transcurrido más de cuatro años, esta reforma que regula a la institución del Ministerio Público de la 

Federación y establece que éste se organizará en una fiscalía general como órgano público autónomo, 

dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y asimismo establece entre otros, los requisitos 

para la elección del fiscal general de la República, que sustituye la figura del procurador general de 

la República; es una reforma que a la fecha no ha cobrado vigencia, ¿por qué? porque 

indiscutiblemente estamos ante una reforma con deficiencias y lineamientos antidemocráticos de 

origen, que nunca ha estado a la altura de las circunstancias que exige la situación real en México en 

materia de seguridad pública, nació defectuosa e incompleta y eso ha ocasionado que a la fecha no 

cobre vigencia. 

Exposición de Motivos 

La aún Procuraduría General de la República es una institución compleja, constantemente cuestionada 

por su subordinación al Poder Ejecutivo, casos de corrupción, y deficientes resultados en el ejercicio 

de la investigación y persecución de los delitos. Esto, visto desde el dato de Transparencia 

Internacional de que 74.9 por ciento de la población mayor de 18 años en México se percibe en un 

estado de inseguridad, es evidente que se perdió la tranquilidad y la paz para muchos en este país, y 

la situación se hace insostenible. Y si bien la responsabilidad de ingobernabilidad es debido a diversos 

factores, no se puede negar que tener una Fiscalía autónoma e independiente es crucial en estos 

momentos. 

La reforma del 10 de febrero de 2014 estableció en el artículo 102 constitucional: 

El Ministerio Público de la Federación se organizará en una fiscalía general de la república como 

órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. 

(...) 

El grado de autonomía institucional de una fiscalía en otros países de Latinoamérica, además de medir 

su función de investigar y perseguir el delito, también puede ser identificada analizando cómo se 

regula una serie de procedimientos y aspectos relacionados con la figura del fiscal general, 

específicamente: perfil de fiscal general, procedimiento de nombramiento del fiscal general, 

procedimiento de remoción del fiscal general, duración del mandato del fiscal general, mecanismos 

de control a las facultades del fiscal general. Lo que en la reforma de 10 de febrero de 2014 no se 

garantizó con suficiencia ni, mucho menos, se garantiza que su función de investigación y persecución 



de los delitos se traduzca en una facultad soberana e independiente, es decir, obedeciendo únicamente 

a la Constitución y a las leyes que conforme a ella regulan su organización, funcionamiento y 

atribuciones; igualmente no garantizó en ella, que se instituyeran verdaderos contrapesos 

(legislativos) al poder ejecutivo, como tampoco se apuntó en sus transitorios, lineamientos precisos 

para la eficaz operatividad y transición de la institución de PGR a FGR. 

La reforma del 10 de febrero de 2014 dio muestras expresas de no tener intención de garantizar dicha 

autonomía, esto es claro, con la existencia del artículo transitorio décimo sexto del decreto en que se 

establecía el “pase automático” o “fiscal carnal”; es decir, que el primer fiscal general será el 

procurador general de la República que se encuentre en funciones cuando se emita la declaratoria 

expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General de la 

República.13 Por otra parte, se anota que ocupará ese cargo por nueve años. 

Esas inconsistencias causaron el enojo e indignación de autorizadas y reconocidas voces críticas y de 

muchos sectores de la población, lo que alcanzó para que esta reforma se pusiera en la agenda de los 

ciudadanos y se realizarán protestas en su contra por parte de académicos, empresarios y la sociedad 

organizada. 

Se propone en esta iniciativa una reforma, de la reforma de 10 de febrero de 2016 y las subsecuentes 

(29 de enero de 2016) relacionadas con el artículo 102, Apartado A, con objeto de dar a la fiscalía 

suficientes apoyos legislativos para que pueda actuar en función de la legalidad y la verdad y en un 

marco de respeto de los derechos humanos, para empezar por terminar con la discrecionalidad y la 

manipulación política (caso Odebrecht, Javier Duarte de Ochoa, César Duarte Jáquez, Guillermo 

Padrés Elías, Ayotzinapa, Tlatlaya, etcétera), blindando en lo posible las acciones de la FGR de 

controles políticos. 

Esta iniciativa plantea mayores contrapesos para garantizar la autonomía e independencia de la 

Fiscalía General de la República y que pueda soportar las presiones de los poderes fácticos del Estado, 

así como las internas y externas de la institución y que tenga la libertad de realizar su función con 

apego a la legalidad, y a la verdad; motivos y razones de la necesidad de otra reforma son los 

siguientes aspectos: 

Artículo 102. A. El Ministerio Público de la Federación se organizará en una fiscalía general de la 

república como órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Con la reforma de 10 de febrero de 2014 –aún sin vigencia– no se resolvió de origen el problema de 

dotar de verdadera autonomía e independencia al Ministerio Público de la Federación y a su titular. 

El titular del Ejecutivo conservó respecto a la fiscalía general decisiones de poder que son de gran 

peso de facto y político, como se expone: 

1. De los “requisitos” para ser fiscal general, el tercero es “contar con una antigüedad mínima de 

diez años, con título profesional de licenciado en derecho” y “gozar de buena reputación”; es 

incorrecto pues si bien el primero si es propiamente un requisito, éste sin embargo, es uno que abre 

la puerta a abogados con título y cédula, pero permite que entren personas que no hayan ejercido 

el derecho o sea sin experiencia en su aplicación; y el segundo no es propiamente un requisito sino 

un ejercicio de valor que está sujeto a criterio. Además, en función de la estrategia de pesos y 

contrapesos, pues no existe requisito que aleje al candidato de los partidos políticos por tanto, no 

existe uno que lo distancie de la influencia de poder de la persona y del partido político del 

presidente de la República (Ejecutivo). Parece una reforma a modo para el entonces procurador 



general, Raúl Cervantes Andrade (26 de octubre de 2016 a 16 de octubre de 2017),14 quien ha 

desempeñado cargos de elección popular (dos veces diputado federal y senador) y varios cargos 

en el PRI. Artículo 102. A, segundo párrafo. 

2. El presidente de la República, al proponer un fiscal general que dure en su encargo nueve años, 

prácticamente se adjudicó la decisión que equivale a nombrar a un procurador y dos fiscales al hilo 

y sin justificación real, ni legal (26 de octubre nombra como procurador a Raúl Cervantes); para 

que al entrar en vigencia la cuestionada reforma se habilitara su pase automático como fiscal 

general; y al determinar 9 años en la duración en el cargo trascendía el nombramiento hasta la 

siguiente administración presidencial; esto es igual a comprar su impunidad por donde quiera que 

se vea. Artículo 102. A, tercer párrafo. 

3. Se queda con la oportunidad de elegir terna y enviarla al Senado, si el Senado es omiso en el 

término de 20 días en integrar una lista de 10 candidatos. Artículo 102. A, fracción I. 

4. Se asegura de arrogarse en algunos casos la facultad de elección fracción III y remoción fracción 

IV del artículo 102, Apartado A. Aunque se establece la objeción por parte del Senado, con voto 

por mayoría. Artículo 102. A, fracción I, segundo párrafo. 

5. Se arroga con esta reforma la facultad del “pase automático” en el artículo décimo sexto 

transitorio. Aseguraron el Poder Ejecutivo y su partido nombrar un fiscal general que trascienda 

su administración sexenal, lo que de alguna manera le permite perpetuarse en una parte importante 

del Poder Ejecutivo. Artículo décimo sexto transitorio derogado, pero sin publicación. 

6. Al conservar el nombramiento del fiscal general en esas circunstancias, indirectamente se logra 

controlar los nombramientos del fiscal especializado en Delitos Electorales y el del fiscal 

especializado en combate a la corrupción: (...) “cuyos titulares serán nombrados y removidos por 

el fiscal general de la República...” esto no obstante que se reserva el Senado la objeción de los 

nombramientos y en su caso la remoción de éstos. Además, se “olvidó” otorgar a estos fiscales 

especializados autonomía técnica, operativa y de gestión, lo que podría internamente acotar y así 

equilibrar el poder de decisión del fiscal general en asuntos electorales y de corrupción. Artículo 

102. A, párrafo 14. 

7. No se fijaron lineamientos precisos para asegurar la capacitación y actualización y el desarrollo 

del servicio civil de carrera de los servidores públicos de la fiscalía general, ni condiciones de 

transparencia en cuanto a costos y resultados en estos dos rubros. 

8. No se fijan lineamientos para informe anual. Por ejemplo: índice de movimiento de la 

delincuencia, resolución y avance en asuntos relevantes. 

Todos los anteriores son pesos a favor del gobierno en turno y en varias de estas reformas, no se 

colocaron contrapesos idóneos y suficientes que equilibren este poder de mandar sobre el fiscal 

general y por ende hacia el interior de la institución. 

Se conoce la existencia de otras iniciativas que se han orientado a reformar el artículo 102 apartado 

A., en consecuencia las reformas de los artículos 76 fracción XIII, 89 fracción IX, constitucionales; 

de forma especial se reconoce la propuesta presentada por las organizaciones que integran 

#VamosPorUnaFiscalíaQueSirva, de la que se recogen la mayoría de sus propuestas por su sustento, 

valor práctico y documental, en función de ellos. 



Por lo expuesto sometemos a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 76, fracción XIII, 89, fracción IX, y 102, Apartado A; y los 

transitorios décimo sexto, décimo octavo y décimo noveno de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforman los artículos 76, fracción XIII, 89, fracción IX, y 102, Apartado A; y los 

transitorios del decreto de fecha de 22 de enero de 2014 décimo sexto, décimo octavo y décimo 

noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 76. (...) 

I. a XII. (...) 

XIII. De conformidad con el artículo 102, Apartado A, de esta Constitución: se integrará la 

lista de candidatos a fiscal general de la República; nombrar y remover a dicho servidor 

público; nombrar y remover a los titulares de las fiscalías especializadas en materia de delitos 

electorales, de combate a la corrupción, de derechos humanos y de asuntos internos, así como 

a los consejeros integrantes del Consejo del Ministerio Público de la Federación; y 

XIV. (...) 

Artículo 89. (...) 

I. a VIII. (...) 

IX. Intervenir en la designación y remoción del fiscal general de la República, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 102, Apartado A, de esta Constitución; 

Artículo 102. 

A. El Ministerio Público de la Federación se organizará en una fiscalía general de la república como 

órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, que será 

presidido por el fiscal general de la República. 

Para ser fiscal general de la República se requiere ser ciudadano mexicano por nacimiento; tener 

cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; contar con experiencia 

mínima de diez años en el ejercicio profesional como licenciado en derecho y experiencia mínima 

de diez años como abogado litigante o en labores ministeriales; no haber sido condenado por delito 

doloso; no haber sido registrado como candidato, ni haber desempeñado cargo alguno de 

elección popular en los últimos dos años anteriores a la designación, y b) no desempeñar ni 

haber desempeñado cargo de dirección o representación nacional o estatal en algún partido 

político en los últimos dos años. 

Los periodos de duración de fiscal general serán de cuatro años, prorrogables por otros cuatro 

años, previa evaluación por el Senado y el Consejo del Ministerio Público de la Federación de 

forma objetiva, pública y transparente, dentro de los 10 días naturales antes de que fenezca el 

término de su encargo o dentro de los 10 días naturales siguientes a la fecha de terminación del 

primer periodo. 



La designación y remoción del fiscal general serán conforme a lo siguiente: 

I. Cuando menos treinta días naturales previos al vencimiento del periodo de gestión del 

Fiscal General que se encuentre en funciones, o bien dentro de los sesenta días naturales a 

partir de su ausencia definitiva por causa diversa al vencimiento de su mandato, el Senado 

de la República integrará, previo concurso público y evaluación técnica, una lista de al menos 

seis candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes, la 

cual enviará al Ejecutivo federal. 

La ley establecerá los mecanismos que garanticen la transparencia, publicidad y 

participación ciudadana efectiva desde la convocatoria hasta el nombramiento, así como los 

criterios para evaluar y seleccionar a los candidatos que deberán integrar la lista, entre los 

cuales se contemplarán las trayectorias de servicio público, especialmente en los ámbitos de 

seguridad pública, procuración o impartición de justicia, o demás antecedentes profesionales 

en el ejercicio de la actividad jurídica; igualmente, se evaluará la reputación de los 

candidatos, su honorabilidad, independencia y compromiso con los valores democráticos. 

La evaluación técnica de los concursantes al puesto de fiscal general, según los requisitos de 

elegibilidad y criterios de selección aplicables, será realizada por una comisión de 

designaciones de carácter honorario, que estará conformada de manera interdisciplinaria 

por nueve ciudadanos de reconocido prestigio académico o profesional en procuración de 

justicia, derechos humanos, combate a la corrupción y políticas públicas en materia de 

seguridad y justicia, quienes serán designados por el voto de las dos terceras partes del 

Senado de la República, de manera pública y abierta, y durarán en dicho cargo cinco años. 

Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo antes señalado, designará provisionalmente al 

fiscal general, quien deberá cumplir los requisitos y criterios de selección antes señalados y 

ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo 

establecido en este apartado. 

II. Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, dentro de los diez días naturales siguientes 

el Ejecutivo formulará una terna y la enviará a la consideración del Senado. 

III. El Senado, con base en la terna y previa comparecencia en audiencia pública de las personas 

propuestas, designará al fiscal general con el voto de las dos terceras partes de los miembros 

presentes dentro del plazo de diez días naturales . 

En caso de que el Ejecutivo no envíe la terna a que se refiere la fracción anterior, el Senado tendrá 

diez díasnaturales para designar al fiscal general de entre los candidatos de la lista que señala la 

fracción I. 

Si el Senado no hace la designación en los plazos que establecen los párrafos anteriores, el 

Ejecutivo designaráprovisionalmente al fiscal general de entre los candidatos que integren la lista 

o, en su caso, la terna respectiva. 

IV. El Senado de la República podrá ejercer las atribuciones previstas en las fracciones 

anteriores hasta sesenta días naturales posteriores al vencimiento de sus plazos, en caso 

contrario, las mismas serán ejercidas por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, siguiendo el mismo procedimiento y votación. 



V. El fiscal podrá ser removido por voto de las dos terceras partes de los integrantes presentes 

de la Cámara de Senadores, por las causas graves en materia de responsabilidades política, 

administrativa o penal , y en los términos del título cuarto de esta Constitución, mediante 

audiencias públicas y respetando las reglas de debido proceso. El procedimiento podrá 

iniciarse en los términos de la ley correspondiente o a solicitud del Ejecutivo federal o de una 

tercera parte de los integrantes del Senado, y deberá ser resuelto en un plazo de treinta días 

naturales, habiendo escuchado previamente la opinión del Consejo del Ministerio Público de 

la Federación. 

El fiscal general podrá renunciar al cargo, previa comunicación al Senado de la República o, 

en sus recesos, a la Comisión Permanente. 

VI. En los recesos del Senado, la Comisión Permanente lo convocará de inmediato a sesión 

extraordinaria para la designación del fiscal general, o para el conocimiento de la solicitud 

formulada para su remoción. 

VII. En los casos de ausencias definitivas del Fiscal General por remoción, destitución, 

renuncia o cualquier otra, el Senado de la República designará a quien deba sustituirlo hasta 

culminar el periodo previsto en el párrafo tercero de este artículo, siempre que faltaren más 

de dos años para el mismo, contados a partir de la ausencia definitiva; en caso contrario, 

operará el mecanismo de suplencia por ausencia que determine la ley. 

VIII. Quienes hayan ocupado el cargo de fiscal general no podrán ser electos para cargos de 

elección popular sino hasta dos años después de que se hayan separado del mismo. 

Corresponde al Ministerio Público de la Federación la investigación y persecución ante los 

tribunales, hasta la plena ejecución de las resoluciones judiciales, de todos los delitos del orden 

federal. De igual modo, investigará y perseguirá delitos del orden común cuando su interés y 

trascendencia lo ameriten, garantizando que la investigación no se fragmente y privilegiando 

que se lleve a cabo en el ámbito que pueda realizarla de manera más efectiva, entre otros, 

cuando guarden conexidad con delitos del orden federal conforme a los dispuesto en el 

artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución; en los casos de delitos que trasciendan el 

ámbito de una o más entidades federativas y cuando exista sentencia o resolución de algún 

órgano previsto en tratado internacional. La ley considerará una acción para que las víctimas 

soliciten la atracción de casos por la Fiscalía General de la República. 

La fiscalía general contará al menos con las fiscalías especializadas en materia de delitos 

electorales, de combate a la corrupción, para la investigación de delitos que implican 

violaciones graves a derechos humanos y de asuntos internos. 

El Consejo del Ministerio Público de la Federación estará integrado por el fiscal general, 

quien lo presidirá, y seis consejeros, que no podrán tener ningún otro empleo, cargo o 

comisión, con excepción de los no remunerados en actividades docentes, científicas, 

culturales o de beneficencia, y gozará, entre otras que prevea la ley, de las siguientes 

atribuciones: 

a) Conocer el plan estratégico que le presente el fiscal general y los programas anuales de 

trabajo, evaluar su implementación y emitir recomendaciones respecto de los mismos. 



b) Evaluar el desempeño de la fiscalía general, sus fiscalías especializadas, órgano interno 

de control, unidades y órganos técnicos y administrativos, así como de sus servidores 

públicos. 

c) Aprobar el proyecto de presupuesto de la institución y las normas administrativas 

conducentes para su ejercicio, así como el reglamento interior de la fiscalía general, para 

lo cual el fiscal general presentará sus propuestas al consejo, escuchará las 

recomendaciones que le formulen y, en su caso, hará los ajustes correspondientes; en caso 

de divergencia, prevalecerá la posición del fiscal, bajo su responsabilidad. 

d) Aprobar, a propuesta del fiscal general, la política de profesionalización de la Fiscalía 

General, y supervisar su implementación. 

Los titulares de las fiscalías especializadas en materia de delitos electorales, de combate a la 

corrupción, para la investigación de delitos que implican violaciones graves a derechos 

humanos y de asuntos internos, así como los seis consejeros del Ministerio Público de la 

Federación, durarán en su encargo cinco años improrrogables y serán nombrados por el 

Senado de la República por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, previo 

proceso de convocatoria pública y evaluación que será realizada por la comisión de 

designaciones, en los términos que prevea la ley. Para su elección deberán reunir los mismos 

requisitos que el fiscal general, con excepción del relativo a la profesión de licenciado en 

derecho, que no será aplicable para tres de los consejeros integrantes del Consejo del Ministerio 

Público de la Federación. Podrán ser removidos por el mismo órgano legislativo y votación 

necesaria para su nombramiento, previa solicitud del fiscal general, por causas previstas en la 

ley, sin perjuicio de que sean destituidos por incurrir en delito o falta administrativa grave en 

términos del título cuarto de esta Constitución. No podrán ser electos para cargos de elección 

popular ni postularse para cargo alguno previsto en este artículo, sino hasta dos años después 

de que se haya separado de su cargo, disposición igualmente aplicable para los integrantes de 

la comisión de designaciones. 

La ley determinará un medio de impugnación efectivo respecto de los procedimientos de 

nombramiento y remoción establecidos en el presente apartado. 

El órgano interno de control ejercerá las atribuciones previstas en el título cuarto de esta 

Constitución, y su titular será elegido en términos del artículo 74, fracción VIII, de la misma. 

Dentro de los primeros tres meses de su gestión, el fiscal general presentará ante el Senado un 

plan estratégico, que comprenderá un diagnóstico de la criminalidad, el plan de persecución 

penal con objetivos, criterios y prioridades en la investigación de los delitos y el ejercicio de la 

acción penal, así como un plan para el desarrollo interno de la institución basado en un 

diagnóstico. Presentará también anualmente un programa de trabajo con metas de desempeño 

que garanticen el cumplimiento del plan estratégico. 

El fiscal general presentará anualmente a los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión un 

informe de resultados, de conformidad con los planes estratégico y de trabajo, en el que se 

incluirán los informes que rindan los titulares de las fiscalías especializadas en materia de 

delitos electorales, de combate a la corrupción, para la investigación de delitos que implican 

violaciones graves a derechos humanos y de asuntos internos, así como el órgano interno de 

control y el Consejo del Ministerio Público de la Federación. Dichos funcionarios comparecerán 



ante cualquiera de las Cámaras cuando se les cite a rendir cuentas o a informar sobre su gestión; 

durante estas comparecencias, se garantizará la participación de la sociedad civil. 

La ley establecerá un servicio profesional de carrera que reglamente las bases para el ingreso, 

permanencia, desarrollo, formación y actualización de los servidores públicos de la Fiscalía 

General de la República, regido por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, mérito, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos. 

El fiscal general y demás servidores públicos de la Fiscalía General de la República serán 

responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones. 

Las entidades federativas crearán fiscalías generales de justicia, que contarán con plena autonomía, 

personalidad jurídica y patrimonio propios. 

B. (...) 

Transitorios 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia político-electoral 

Primero. a Décimo Quinto. (...) 

Décimo Sexto. (...) 

Fiscalía General de la República, lo cual tendrá lugar siempre que se hayan realizado los 

nombramientos de los funcionarios referidos en el presente transitorio y en el décimo octavo 

siguiente. 

El Congreso de la Unión emitirá las normas secundarias referidas en el párrafo anterior en un 

plazo máximo de noventa días naturales posteriores a la entrada en vigor de este decreto, e 

inmediatamente después la Cámara de Senadores procederá conforme a lo siguiente: 

a) Dentro de los treinta días naturales siguientes, integrará la comisión de designaciones. 

Para asegurar la renovación escalonada de sus integrantes, los primeros nombramientos se 

realizarán equitativamente para periodos de tres, cuatro y cinco años. 

b) Hecho lo anterior, iniciará el procedimiento previsto en el Apartado A del artículo 102 de 

esta Constitución para la designación del fiscal general de la República, bajo el supuesto de 

ausencia definitiva de titular, quien permanecerá en el cargo hasta el 30 de septiembre de 

2022. El procurador general de la República que se encuentre en funciones al momento de la 

entrada en vigor del presente decreto continuará en su encargo hasta en tanto el Senado 

designe al fiscal general de la República. 

c) Dentro de los sesenta días naturales posteriores a la instalación de la comisión de 

designaciones, hará los nombramientos de los titulares de las fiscalías especializadas para la 

investigación de delitos que implican violaciones graves a derechos humanos y de asuntos 

internos, así como de los seis consejeros del Ministerio Público de la Federación, quienes, por 

única vez a fin de asegurar su renovación escalonada, ocuparán sus cargos por periodos de 

tres, cuatro y cinco años, equitativamente. 



La Cámara de Diputados, en un plazo de sesenta días naturales posteriores a que hayan sido 

emitidas las normas secundarias referidas en el primer párrafo de este transitorio, designará al 

titular del órgano interno de control. 

Las entidades federativas contarán con un año a partir de la publicación del presente decreto 

para realizar los ajustes correspondientes a la legislación local. 

Décimo Séptimo. (...) 

Décimo Octavo. A partir de la entrada en vigor del presente decreto, el Senado nombrará por dos 

terceras partes de sus miembros presentes al titular de la Fiscalía Especializada en Atención de Delitos 

Electorales de la Procuraduría General de la República, quien durará en su encargo cinco años. 

En el plazo de treinta días a partir de la entrada en vigor de este decreto, el procurador general de la 

República expedirá el acuerdo de creación de la fiscalía especializada en materia de delitos 

relacionados con hechos de corrupción, el cual regirá hasta en tanto sean emitidas y entren en 

vigor las normas secundarias a que alude el artículo décimo sexto transitorio del presente 

decreto. Su titular será nombrado por el Senado en los términos del párrafo anterior, en un 

plazo de sesenta días naturales a partir de la entrada en vigor de este decreto, y permanecerá 

en el cargo por un periodo de cinco años. 

Los titulares de las fiscalías especializadas nombrados según el presente transitorio podrán ser 

removidos o destituidos de su cargo en términos del artículo 102, Apartado A, de esta 

Constitución. 

Décimo Noveno. (...) 

Para los efectos previstos en el décimo párrafo del artículo 102, Apartado A, de esta 

Constitución, el primer fiscal general contará con un plazo de un año a partir de su 

nombramiento para presentar ante el Senado su plan estratégico y programa de trabajo. En lo 

correspondiente a la planeación para el desarrollo interno de la institución, se contemplarán las 

medidas a implementar para la transformación operativa del Ministerio Público de la 

Federación, incluyendo sus procesos internos, reforma administrativa, su nuevo modelo 

organizacional y de servicio de carrera. El programa de trabajo establecerá criterios y metas 

específicas para la depuración de casos en trámite. Durante el proceso de planeación para el 

desarrollo interno de la institución, el fiscal general tomará en consideración las opiniones del 

Consejo del Ministerio Público y, una vez culminada la fase de planeación, dicho órgano 

evaluará su implementación y emitirá las recomendaciones que correspondan. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
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